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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR 

LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O 

PROCEDIMIENTO. 

 

A. HECHOS QUE MOTIVARON LA INVESTIGACION POLICIAL 

 

El 10 de enero de 2010, en circunstancias que personal policial se encontraba 

realizando patrullaje motorizado a la altura de la Av. San Juan, se percataron 

que un sujeto se encontraba corriendo, seguido por otras dos personas, por 

ello procedieron a intervenir a dicha persona, la misma que se identificó como 

Guillermo Alarcón Vivanco, a quien, al momento de realizarle el registro 

personal correspondiente, se le encontró un arma blanca (cuchillo) en la 

cintura y diez envoltorios de papel periodo al parecer PBC y un envoltorio de 

papel periódico al parecer marihuana, en el bolsillo de su casaca. 

 

Además, las dos personas que lo perseguían se identificaron como Víctor 

Flores Sulca y su hijo Alfonso Flores Acacio, quienes manifestaron que 

momentos antes el intervenido había intentado agredirlos con un cuchillo, por 

inmediaciones de la Av. San Juan y Santa Rosa, debido a que días antes 

habían tenido problemas personales. Por ello, se llevó al intervenido y a los 

agraviados a la dependencia policial para las investigaciones. 

 

Ya en la Comisaría de Mateo Pumacahua, se apersonaron Luis Antonio Lara 

Lizares y Maricarmen Espinoza Martel, quienes denunciaron que fueron 

víctimas de un intento de robo y agresión física con arma blanca por parte de 

tres sujetos, siendo uno de ellos el mencionado intervenido Guillermo Alarcón 

Vivanco, a quien pudieron identificar al momento que lo vieron en la 

Dependencia Policial indicada. En ese sentido, Lara Lizares, sobre este 

segundo hecho, indicó que a las 02:30 horas, aproximadamente, se 

encontraba, junto a Espinoza Martel, en el parque Tupac, cuando fueron 

víctimas de tentativa de robo de sus pertenencias, y al intentar defender a su 

acompañante fue agredido con arma blanca, ocasionándole cuatro cortes en 



el cuerpo, dos en el brazo derecho, una en la espalda alta del pulmón y otro a 

la altura de la costilla lado derecho. 

 

Por otro lado, el intervenido quien fue identificado también con el nombre de 

Guillermo Cacñahuaray Alarcón, negó su participación sobre los hechos, 

señalando que en ningún momento estuvo en el Parque Tupac, pues en esa 

hora se encontraba en una reunión en inmediaciones de la Av. San Juan, en 

compañía de sus amigos, y que tuvo una gresca con el denunciante Flores 

Acacio, con quien ha tenido problemas antes y, por ello, comenzaron a 

pelearse, siendo que su denunciante quiso pegarle con botellas pero en ese 

momento encontró un cuchillo en el asiento posterior de un mototaxi, y al 

agarrarlo para defenderse observó que la familia de Flores Acacio lo acorraló 

para pegarle, por lo que pudo escapar y darse a la fuga, siendo intervenido 

por personal policial. Además, negó ser el propietario de la droga que fue 

incautada, aunque sí reconoció haber consumido droga antes de los hechos. 

 

B. FORMALIZACIÓN DE LA DENUNCIA 

 

Remitido lo actuado a la Vigésima Primera Fiscalía Provincial Penal de Turno 

Permanente, su Titular, el 23 de enero de 2010 formalizó denuncia penal 

contra Guillermo Cacñahuaray Alarcón, como presunto autor del delito contra 

el Patrimonio – Robo Agravado en grado de tentativa, en agravio de Juan 

Víctor Flores Acacio y del delito contra la Salud Pública – Tráfico Ilícito de 

Drogas – Microcomercialización, en agravio del Estado. Los hechos 

denunciados se encuentran tipificados en los artículos 188º, como tipo base, 

con las circunstancias agravantes descritas en los incisos 2) y 4) del primer 

párrafo del artículo 189º, concordante con el artículo 16º del Código Penal, y 

el primer párrafo del artículo 296º, concordante con el inciso 1) del primer 

párrafo del artículo 298º y segundo párrafo del artículo 299º del precitado 

cuerpo punitivo. 

En QUINTO OTROSI DIGO, la Fiscal Provincial indicó que sobre la 

imputación al inculpado sobre las lesiones en grado de tentativa en agravio 

de Juan Víctor Flores Acacio, al no haberse recabado resultado de 



reconocimiento médico legal, ni algún medio probatorio que sustente dicha 

denuncia, se reservó emitir pronunciamiento sobre este extremo. 

 

C. AUTO APERTORIO DE INSTRUCCIÓN 

 

Posteriormente, los autos fueron puestos a disposición del Juzgado Penal de 

Turno Permanente de Lima, cuyo titular, el 23 de enero de 2010, abrió 

instrucción vía ordinaria contra Guillermo Cacñahuaray Alarcón, como 

presunto autor del delito de Robo Agravado, en agravio de Juan Víctor Flores 

Acacio y del delito de Micorcomercialización de Drogas, en agravio del 

Estado. Por ello, dictó mandato de detención contra el citado inculpado, 

trabando embargo preventivo sobre sus bienes, con la finalidad de asegurar 

la reparación civil que se le imponga a futuro. 

 

D. ETAPA DE INSTRUCCIÓN 

 

Iniciada la etapa de instrucción, se recabaron las siguientes diligencias: 

declaración instructiva del inculpado y su continuación, certificado de 

antecedentes penales del inculpado, certificado médico legal de Luis Antonio 

Lara Lizares, declaración testimonial del SOT3 P.N.P. Marcos Antonio Cunya 

Lázaro, declaración preventiva de la Procuradora Pública de Tráfico Ilícito de 

Drogas y certificado de antecedentes judiciales del inculpado. 

 

Finalizado el plazo de la instrucción, que dura cuatro meses prorrogables por 

sesenta días más, en un proceso ordinario, el 11 de junio de 2010, el Juez 

Penal decretó Vista al Fiscal para que se pronuncie de acuerdo a sus 

atribuciones. No obstante, al no haberse actuado las diligencias necesarias 

para el esclarecimiento de los hechos, el 18 de junio del mismo año, la Fiscal 

Provincial solicitó un plazo ampliatorio de treinta días, solicitud que fue 

aceptada el 22 de junio de 2010. 

Durante el plazo ampliatorio, se recabó  lo siguiente: foja de antecedentes 

policiales y declaración preventiva de Juan Víctor Flores Acacio. 

 



El 27 de julio de 2010, vencido el plazo ampliatorio, el Juzgado Penal decretó, 

nuevamente Vista al Fiscal, quien, nuevamente, el 9 de agosto de 2010, 

solicitó un plazo ampliatorio de diez días, para que se realicen más diligencias 

faltantes. Esta solicitud fue concedida el 2 de setiembre por el Juzgado Penal. 

Asimismo, en la misma resolución, el Juez amplió el auto apertorio de 

instrucción, para entender al procesado también por el delito de Robo 

Agravado en grado de tentativa, contra Luis Antonio Lara Lizares. 

 

Durante el nuevo plazo ampliatorio, se recibió la declaración preventiva de 

Luis Antonio Lara Lizares, ampliación de la declaración instructiva del 

inculpado y la ratificación del certificado médico legal practicado a Lara 

Lizares. 

 

El 13 de octubre de 2010, se decretó Vista al Fiscal para que prosiga 

conforme a Ley. 

 

E. DICTAMEN E INFORME FINAL 

 

Ya el 28 de octubre de 2010, la Fiscal Provincial se pronunció sobre las 

diligencias ordenadas, las practicadas, las no practicadas, los incidentes 

promovidos y resueltos, y opinó sobre el cumplimiento de los plazos. 

 

El 2 noviembre de 2010, la Jueza Penal amplió el auto de apertura de 

instrucción, para que se tenga la imputación contra el inculpado en agravio 

de Juan Víctor Flores Acacio, en concordancia con el artículo 16º del Código 

Penal; es decir, en grado de tentativa. 

 

Seguidamente, el 5 de noviembre de 2010, la Jueza Penal emitió su informe 

final, mediante el cual señaló lo mismo que el Fiscal Provincial, pero añadió 

información respecto de la situación jurídica del procesado, el mismo que 

tenía la condición de reo en cárcel. 

 

 

 



F. ACUSACIÓN SUPERIOR 

 

Habiéndose elevado los autos a la Sala Penal Superior, ésta el 20 de 

diciembre de 2010 decretó Vista al Fiscal Superior, para que se pronuncie de 

acuerdo a ley. 

 

En ese sentido, el 10 de enero de 2011, el Titular de la Octava Fiscalía 

Superior Penal de Lima, formuló acusación contra Guillermo Cacñahuaray 

Alarcón, por delito de Robo Agravado, en grado de tentativa, en agravio de 

Juan Víctor Flores Acacio y Luis Antonio Lara Lizares, y propuso que se le 

imponga veinte años de pena privativa de libertad y se fije en la suma de dos 

mil nuevos soles como monto de reparación civil que deberá abonar a favor 

de los agraviados. Asimismo, propuso el archivo definitivo de la denuncia 

sobre el delito de Microcomercialización de drogas, pues no hubo pruebas en 

contra del inculpado. 

A solicitud del Colegiado Superior, el Fiscal Superior detalló que la reparación 

civil sería repartida de la siguiente forma: mil quinientos nuevos soles para 

Luis Antonio Lara Lizares y quinientos nuevos soles para Juan Víctor Flores 

Acacio. 

 

G. AUTO DE ENJUICIAMIENTO 

 

Posteriormente, el 27 de enero de 2011, la Sala Superior, de conformidad 

con lo regulado en el Acuerdo Plenario Nº 6-2009-CJ/116, se dio el plazo de 

tres días para el control de la acusación fiscal, a fin de que las partes realicen 

las observaciones que crean convenientes. 

 

El 21 de marzo de 2011, la Sala Penal Superior aclaró el auto de apertura de 

instrucción, con la finalidad de tenerse como nomen juris del delito instruido 

contra el acusado Guillermo Cacñahuaray, en agravio de Juan Víctor Flores 

Acacio, como Robo Agravado en grado de tentativa; por otro lado, declaró no 

haber mérito para pasar a juicio oral contra el inculpado por delito de 

Micorcomercialización de drogas, en agravio del Estado, ordenando que se 

anulen los antecedentes generados por este delito; declaró haber mérito para 



pasar a juicio oral contra el inculpado por delito de Robo Agravado en grado 

de tentativa en agravio de Juan Víctor Flores Acacio y  Luis Antonio Lara 

Lizares; señaló fecha y hora para el inicio de la audiencia y nombró defensor 

público a favor del inculpado, en caso no cuente con uno de su elección. 

 

H. JUICIO ORAL 

 

La audiencia pública se realizó en cuatro sesiones, siendo la ultima la de la 

lectura de sentencia. En el juicio, se respetaron los parámetros legales 

previstos en el Código de Procedimientos Penales. En tal sentido, se contó, 

principalmente, con la declaración del inculpado, quien siguió negando su 

participación en los hechos imputados y el agraviado Lara Lizares, quien tuvo 

ciertas contradicciones en comparación a sus declaraciones anteriores. 

 

I. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El 5 de mayo de 2011, la Segunda Sala Penal para Procesos con Reos en 

Cárcel de la Corte Superior condenó a Guillermo Cacñahuaray Alarcón como 

autor del delito de Robo Agravado en grado de tentativa, en agravio de Juan 

Víctor Flores Acacio y Luis Antonio Lara Lizares, a veinte años de pena 

privativa de libertad efectiva; fijó en la suma de mil nuevos soles el monto 

que, por concepto de reparación civil, deberá abonar el sentenciado a favor 

de cada uno de los agraviados. 

 

Al momento de su decisión, el Colegiado Superior fundamentó que: 

 

 Se establece que la imputación efectuada al procesado Cacñahuaray 

Alarcón resulta acreditada con los medios de prueba actuados. 

 

 Para efectos de la pena a imponerse, se debe tener en cuenta que el 

procesado registra antecedentes, además de su grado cultural, social y 

su condición personal, en aplicación de los principios de proporcionalidad 

y de razonabilidad, dado que la pena no puede sobrepasar la 



responsabilidad los hechos conforme a lo dispuesto en el artículo octavo 

del Título Preliminar del Código Penal. 

 

 La reparación civil está en relación directa con el daño ocasionado y no 

con la condición personal del procesado, siendo ésta un monto 

proporcional con la afectación producida por el procesado responsable. 

 

J. RECURSO DE NULIDAD 

 

Luego de la lectura de sentencia, el Fiscal Superior mostró su conformidad 

con la misma, mientras que el sentenciado, no conforme con la decisión 

adoptada, interpuso recurso de nulidad, el mismo que fundamentó el 11 de 

mayo de 2011 y fue concedido el 24 de mayo del mismo año, elevando los 

autos a la Sala Penal Suprema. 

 

Además, el mismo 24 de mayo, la Sala Penal, tuvo por no interpuesto recurso 

impugnatorio sobre el extremo que declaró no haber mérito para pasar a juicio 

oral contra el inculpado por delito de microcomercialización de drogas. 

 

El 8 de agosto de 2011, el Fiscal Supremo emitió su dictamen fiscal, opinando 

que se debía declarar la no nulidad de la sentencia recurrida. 

 

K. SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

El 10 de noviembre de 2011, la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema, 

declaró haber nulidad en la sentencia recurrida y, reformándola, absolvió de 

la acusación fiscal formulada en contra del inculpado Guillermo Cacñahuaray 

Alarcón, como autor del delito de Robo Agravado, en grado de tentativa en 

contra de Juan Víctor Flores Acacio; declaró no haber nulidad en la propia 

sentencia, en el extremo que condenó al inculpado como autor del delito de 

Robo Agravado, en grado de tentativa en contra de Luis Antonio Lara Lizares; 

declaró haber nulidad en la propia sentencia, en cuanto impuso veinte años 

de pena privativa de libertad y, reformándola, impuso quince años de pena 

privativa de libertad; declaró no haber nulidad en lo demás que contiene. 



La Sala Penal Suprema señaló que: 

 

 Respecto al delito en agravio de Juan Víctor Flores Acacio, éste manifestó 

que el inculpado o agredió debido a que días antes intentó asaltarlo junto 

a otros dos sujetos no identificados, pero como se resistió, no le pudo 

sustraer nada; sin embargo, el agraviado no explicó por qué no denunció 

el hecho en su momento, máxime si tenía plenamente identificado a uno 

de sus atacantes, pues el hecho de que lo sindique tras haber sostenido 

una pelea, resta credibilidad a sus graves imputaciones, máxime si dicho 

relato incriminador no fue mínimamente corroborado por otras 

acreditaciones periféricas de carácter objetivo. 

 

 En consecuencia, no existe material probatorio suficiente que acredite 

fehacientemente la participación del imputado en este intento de 

latrocinio, por lo que la inicial presunción de inocencia que ampara a todo 

imputado se mantiene incólume, por lo que se le debe absolver sobre este 

hecho. 

 

 Por otro lado, la Sala Penal Superior, de forma correcta condenó al 

inculpado por el latrocinio en contra de Luis Antonio Lara Lizares, pues 

valoró de forma adecuada todos los medios probatorios presentados en 

el caso. 

 

 Sobre el quantum de la pena, se debe considerar que el delito quedó en 

grado de tentativa, por lo que se debe reducir prudencialmente por debajo 

del mínimo legal establecido para el delito. 

 

 

 

 

 

 

 



II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

Del análisis del expediente se pudieron encontrar los siguientes problemas 

jurídicos: 

 

- De acuerdo con el expediente, el delito cometido fue el de robo 

agravado, entonces, ¿Quedó acreditado el delito imputado? 

- ¿Cuál fue la razón por la cual se condenó al inculpado? 

- ¿Se puede considerar la sindicación de la víctima como único 

elemento de prueba? 

 

ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS 

 

1) De acuerdo con el expediente, el delito cometido fue el de robo 

agravada, entonces, ¿Quedó acreditado el delito imputado? 

 

Conforme el caso materia de análisis se le imputó al inculpado haber 

cometido delito de robo agravado, en grado de tentativa, en agravio de 

Juan Víctor Flores Acacio y Luis Antonio Lara Lizares, en tal sentido 

corresponde analizar el delito imputado y verificar si se comprobó la 

responsabilidad penal del inculpado. 

 

El delito de robo se presenta cuando el sujeto activo utiliza violencia o 

amenaza contra la víctima y obtiene de este sus bienes muebles; es decir, 

el agente tiene por finalidad tener un provecho económico y, para ello, 

utiliza violencia o amenaza. 

 

Para poder entender este tipo penal es necesario ir paso a paso, en tal 

sentido se desprende del tipo previsto en el artículo ciento ochenta y ocho 

del Código Penal que el sujeto activo debe usar violencia o amenaza 

contra la víctima. 

 



La vis absoluta o violencia es aquella energía física dirigida contra la 

víctima, la cual tiene por finalidad generarle algún daño e impedir que la 

víctima intente evitar el daño lesivo. Hay que tener en cuenta que la 

violencia debe ser ejercida de manera directa en contra de la víctima y 

bastará con aquella que sea capaz de enervar la resistencia de esta.1 

 

Por otro lado, la vis compulsiva o amenaza es aquella intimidación que el 

agente comete en contra de la víctima, causándole temor y evitando, de 

esa forma, que la víctima pretenda reaccionar para evitar la comisión del 

robo en su contra. 

 

Tanto la violencia como la amenaza son medios comisivos exigidos por el 

Código Penal, es decir, el sujeto activo, necesariamente, debe utilizar 

cualquiera de estos para que pueda considerarse que el delito se ha 

cometido. Además, como ya se indicó, estos medios deben ser utilizados 

de forma directa contra la víctima. 

 

Continuando con el análisis del delito, la sustracción se presenta cuando 

existe el despojo de los bienes muebles de la víctima, mientras que el 

apoderamiento se presentará cuando el sujeto activo pueda hacer uso de 

los bienes muebles del sujeto pasivo. 

 

Es decir, la sustracción solo conlleva al desplazamiento del bien de la 

esfera de dominio de la víctima, pero es el apoderamiento en donde existe 

disponibilidad de los bienes y, por tanto, el sujeto puede hacer uso de 

estos. 

 

Hay que tener en cuenta que la consumación del delito de robo se dará 

cuando el sujeto se haya apoderado de los bienes muebles de la víctima, 

lo que significa que tiene disponibilidad potencial sobre estos, esto 

conforme la Sentencia Plenaria 1-2005. 

 

                                                           
1 Acuerdo Plenario N° 3-2009. 



Ahora bien, el delito de robo agravado se presentará cuando el agente 

tenga la posibilidad de cometer el delito de manera más rápida y sencilla, 

dado que se encuentra en situación ventajosa, pues la víctima puede ser 

sometida de manera inmediata. 

  

En el presente caso se habría presentado las agravantes del delito 

cometido durante la noche y a mano armada, para lo cual se entiende que 

ambas circunstancias se presentan como ventaja a favor del agente, dado 

que en el caso de la noche, la víctima no puede identificar a su agresor 

por la poca visibilidad, mientras que en el caso del robo a mano armada, 

la víctima se encuentra en un estado indefensión elevado, puesto que hay 

una posibilidad real de atentar contra su vida o integridad. 

 

“El hecho ocurrido a las cinco y treinta de la mañana, y de suerte 

que aun cuando la luz del día no se había expresado plenamente, 

no puede calificarse el momento del delito como durante la noche 

–que apunta a una noción objetiva de nocturnidad natural y que 

además, se utiliza de propósito aprovechando la situación de 

indefinición de la víctima- conforme al inciso dos del artículo ciento 

ochenta y nueve del Código Penal.” Sentencia expedida por la 

Sala Penal de la Corte Suprema, recaída en el Recurso de 

Nulidad Nº 2716-2006-Cono Norte. 

 

GÁLVEZ y DELGADO (2011) respecto a la definición, alcances y restricciones 

del término “durante la noche” señalan que: Nos remitimos a lo señalado al 

analizar el hurto agravado bajo tal modalidad; debiendo precisarse –una vez 

más- que la diferencia con dicha modalidad delictiva estriba en los medios 

empleados por el agente a fin de vencer la defensa de la víctima (p. 772). 

 

En esta línea, PEÑA CABRERA (2008) señala que: lo único que cabe agregar, 

es que seguramente, un Robo durante dicha circunstancia natural, carente de 

luz solar, propicia un estado de mayor peligro para los bienes jurídicos más 

importantes de la víctima, sobre todo cuando el agente pretende procurar su 

impunidad (p.220). 



En palabras de GÁLVEZ y DELGADO (2011):  

 

Esta agravante encuentra su fundamento en el hecho de que la 

participación de una pluralidad de personas (dos o más), implica 

una situación de ventaja que facilita la comisión del delito con la 

correspondiente menor defensa que puede ejercer la víctima. En 

esta línea, la Corte Suprema de Justicia de la República ha 

sostenido: “Que, constituye circunstancia agravante específica en 

el robo la concurrencia de dos o más personas en la comisión del 

latrocinio (…). Que, tal agravante se justifica porque la pluralidad 

de agentes incrementa el poder ofensivo de la agresión y potencia 

de la indefensión de la víctima elevando el peligro d un daño sobre 

su vida o salud (p. 782). 

 

SALINAS (2013) señala que:  

 

El robo a mano armada se configura cuando el agente porta o hace 

uso de un arma al momento de apoderarse ilegítimamente de un 

bien mueble de su víctima. Por arma, se entiende todo instrumento 

físico que cumple en la realidad una función de ataque o defensa 

para el que la porta. La sola circunstancia de portar el arma por 

parte del agente a la vista de la víctima, al momento de cometer el 

robo, configura la agravante. Si en un caso concreto se verifica que 

el autor portaba el arma, pero nunca lo vio su víctima, la 

sustracción-apoderamiento ocurrida no se encuadrara en la 

agravante en comentario. A efectos de la hermenéutica de la 

agravante y aplicarlo a un hecho concreto, no resulta de utilidad 

diferenciar si realmente se hizo uso del arma o solo se portó a vista 

del sujeto pasivo, pues al final en ambos supuestos el agente 

demuestra mayor peligrosidad y atemoriza a su víctima de tal forma 

que no pone resistencia a la sustracción de sus bienes (p. 1014). 

 

Sobre lo último indicado, se puede advertir que no solo se protege el 

patrimonio como bien mueble, sino que, además, se protege la vida, 



integridad o libertad de la víctima, convirtiendo a este delito en uno de 

naturaleza pluriofensiva. 

 

“En el delito de robo se transgreden bienes de tan heterogénea 

naturaleza, como la libertad, la integridad física, la vida, el 

patrimonio, entre otros bienes jurídicos, lo que hace de este injusto 

delito complejo, siendo un conglomerado de elementos típicos en 

la que sus componentes aparecen tan indisolublemente vinculados 

entre sí, formando un todo homogéneo indestructible, cuya 

separación parcial daría lugar a la destrucción del tipo.” 

Sentencia expedida por la Sala Penal Transitoria de la Corte 

Suprema, recaída en el Expediente. Nº 253-2004-Ucayali. 

 

“El robo es un delito pluriofensivo no solo lesiona el patrimonio, 

sino otros bienes jurídicos como la propiedad, la libertad, la 

integridad física y la vida de la víctima, ilícito penal que requiere 

para su configuración de la concurrencia del supuesto objetivo, que 

consiste en que el ente activo ejecute actos de violencia física o 

amenaza cierta e inminente contra la integridad física o la vida de 

la víctima, a fin de reducir o eliminar su resistencia, con el propósito 

de apoderarse del bien; y del presupuesto subjetivo, es decir el 

conocimiento y voluntad de su realización; vale decir el dolo, así 

como el ánimo de lucro, que comprende la intención de apoderarse 

del bien con la finalidad de obtener un determinado beneficio o 

provecho económico, a lo que debe agregarse en el presente caso 

el hecho de haberse perpetrado durante la noche o en lugar 

desolado, a mano armada y con el concurso de dos o más 

personas.” 

Sentencia expedida por la Sala Penal Transitoria de la Corte 

Suprema, recaída en el Expediente Nº 323-2002-Lima. 

 

Explicado el tipo penal, en autos se advierte que el delito quedó en grado 

de tentativa, motivo por el cual debo explicar que la tentativa es la no 

consumación del delito, lo que significa que no se llegó a vulnerar el 



mismo. Así, puede haber tentativa acabada o inacabada, siendo ambas 

presentadas por desistimiento voluntario del agente o por intervención de 

terceros (dentro del cual está el actuar de la propia víctima). 

 

En el presente caso, se habría cometido una tentativa inacabada por 

intervención de terceros, dado que el sujeto habría intentado robar a la 

víctima pero logró ser detenido y se evitó que el delito se consumara. 

 

2) ¿Cuál fue la razón por la cual se condenó al inculpado? 

 

De acuerdo con las sentencias expedidas por el Poder Judicial, en un 

primer momento se acreditó la responsabilidad penal del inculpado en el 

delito de robo agravado en grado de tentativa, en contra de Juan Víctor 

Flores Acacio y Luis Antonio Lara Lizares; esto a raíz de existir prueba 

determinante sobre el delito. 

 

Sin embargo, hay que tener en cuenta que en el caso solo se contó con 

la sindicación de ambas víctimas, habiendo hasta cierto punto una 

contradicción, y es que por un lado se considera que se demostró la 

responsabilidad del agente por el delito contra Flores Acacio, pero 

también que el delito contra Lara Lizares se probó, algo que no era 

posible, puesto que el segundo de los nombrados se encontraba en una 

distancia muy lejana al lugar donde se le intervino por el enfrentamiento 

con el primero de los nombrados. 

 

En efecto, la Sala Penal Superior consideró que el inculpado pudo 

cometer ambos delitos pese a la distancia que existía entre un lugar y 

otro, solo tomando en cuenta lo narrado por las víctimas, sin tomar en 

cuenta la negativa del inculpado. 

 

En segunda instancia, la Corte Suprema decide absolver al inculpado por 

el delito respecto al agraviado Juan Víctor Flores Acacio, pues consideró 

que no hubo mayor elemento de prueba más que la versión de la víctima, 



elemento que no podía ser tomado como suficiente para demostrar la 

responsabilidad penal del sujeto. 

 

Sin embargo, la Sala Penal Transitoria si consideró probada la comisión 

del delito de robo en contra del agraviado Luis Antonio Lara Lizares, pese 

a que en este caso también se contaba con la sindicación de la víctima 

como único elemento de prueba y no habiendo considerado tampoco que 

no se cumplieron los requisitos previstos en el Acuerdo Plenario 2-2005, 

que se explicará más adelante. 

 

En tal sentido, no hay razones objetivas que pudieran tenerse para que 

se haya condenado al inculpado, pues en ambos casos solo se contaba 

con la sindicación de la víctima, debiéndose tomar la misma decisión para 

los dos casos. 

 

3) ¿Se puede considerar la sindicación de la víctima como único 

elemento de prueba 

 

De manera inmediata, la respuesta es que si se puede considerar la 

sindicación de la víctima como único elemento de prueba. En ese sentido, 

si la versión de la víctima cumple con determinados parámetros legales, 

entonces sí puede considerarse suficiente para procesar y condenar a 

una persona por un delito. 

 

Hay que tener en cuenta que la versión de la víctima no tiene por qué 

tener más importancia que la versión del inculpado pues, en términos 

simples, es la palabra de uno contra la del otro. Sin embargo, debido a 

que existen delitos en los cuales la actividad probatoria es escasa o nula, 

se ha permitido la creación del Acuerdo Plenario 2-2005, mediante el cual 

se consideran ciertos requisitos para que la sindicación de la víctima tenga 

un peso mayor a la versión del inculpado. 

 

Para el citado Plenario, la sindicación deberá contar con: Ausencia de 

incredibilidad subjetiva, Verosimilitud de los hechos y Persistencia en la 



incriminación. Así, de cumplirse con estos tres requisitos estaríamos 

frente a una sindicación válida y que puede determinar la responsabilidad 

penal del sujeto. 

 

La ausencia de incredibilidad subjetiva implica que él no debe existir una 

relación de rencilla entre víctima y victimario que haga entender que la 

imputación podría estar sujeta a un ánimo de venganza. La verosimilitud 

de los hechos significa una corroboración de estos, es decir, que pueda 

probarse mínimamente lo sindicado por la víctima. La persistencia en la 

incriminación quiere decir que la versión debe ser desde el inicio hasta el 

final del proceso, debiendo ser la misma y sin contradicciones. 

 

En el presente caso, la Corte Suprema consideró que lo señalado 

anteriormente se cumplió en cuanto al caso del agraviado Lara Lizares, 

sin embargo, no consideró que este no tuvo una incriminación persistente, 

dado que en el juicio se contradijo al no saber indicar la participación del 

sujeto, pero asegurando que este no lo había apuñalado, cuando a nivel 

preliminar e instrucción indicó que había sido el imputado quien lo había 

lesionado y, además, en la hora, pues a nivel preliminar indicó que los 

hechos sucedieron a las 2:30 de la mañana, luego en la instrucción indicó 

que fue a las 4:00 de la mañana y, finalmente, en el juicio que fue a las 

7:00 de la noche. 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

a) Sentencia de primera instancia: El fallo emitido por la Sala Penal 

Superior resulta discutible, pues sin tener mayor elemento probatorio en la 

tentativa de robo en agravio de Juan Víctor Flores Acacio, lo sentenció por 

dicho delito, pasando lo mismo con el delito en agravio de Luis Antonio 

Lara Lizares, pues solo existía su sola sindicación. 

 



b) Sentencia de segunda instancia: Si bien en un primer momento, 

absolvió, de forma adecuada, al procesado por el delito contra Flores 

Acacio, pues entendió que la sindicación de dicha persona no era 

suficiente, máxime si existían problemas entre las partes desde tiempo 

antes de la supuesta comisión del delito. Sin embargo, no adoptó el mismo 

criterio en el segundo caso en agravio de Lara Lizares, pues no tuvo en 

cuenta la negativa del inculpado a lo largo del proceso, y si consideró la 

sindicación del inculpado. 

 

IV. CONCLUSIONES 

 

 En ninguno de los casos investigados se pudo acreditar la comisión del 

delito y, mucho menos, la responsabilidad penal del inculpado Guillermo 

Cacñahuaray Alarcón, toda vez que como únicos medios de prueba en 

contra del inculpado, se tuvo la sindicación directa de ambas partes, sin 

tenerse en cuenta la negativa coherente del inculpado, durante todo el 

proceso. 

 

 En efecto, de lo actuado durante el proceso, se advirtió que en el primer 

caso al principio la denuncia era por una presunta agració del inculpado 

en agravio de Juan Víctor Flores Acacio y su hijo, pero cuando llegaron a 

la Comisaría del Sector, se apareció Luis Antonio Lara Lizares, quien 

reconoció al inculpado como una de las personas que le intentó robar, 

ante esto, el agraviado anterior también sindicó un supuesto intento de 

robo. 

 

 El Colegiado Supremo, de forma adecuada, concluye que el primer caso 

que trataría solo de peleas entre vecinos; es decir, que la acusación sería 

solo por un sentimiento de rencor, con el afán de perjudicar al inculpado, 

por lo que no se había probado ninguna responsabilidad penal del 

procesado. Máxime si se considera que la supuesta tentativa de robo se 

realizó días anteriores a la comisión de la supuesta agresión. 

 



 Sin embargo, la Corte Suprema valoró de manera equivocada los 

alcances del Acuerdo Plenario 2-2005, puesto que en el caso del 

agraviado Lara Lizares, este se contradijo en su versión, tanto en la 

participación del inculpado como en la hora de los hechos, razón por la 

cual, al no cumplirse con la persistencia en la incriminación, se le debió 

absolver. 
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VI. ANEXOS 

 

- Formalización de Denuncia 

- Auto apertorio de instrucción 

- Diligencias realizadas a nivel instrucción 

- Dictamen o Informe final 

- Acusación Fiscal 

- Auto de Enjuiciamiento 

- Sentencia de Primera Instancia 

- Sentencia de Segunda Instancia 
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